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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

 

Magistrado Ponente Dr. OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


En el juicio por diferencia de prestaciones sociales y otorgamiento de jubilación que sigue el ciudadano BASILIO R. VÁSQUEZ C., representado judicialmente por los abogados María Arriaga, José Antonio Arriaga y Carmen Caguana, contra la FUNDACIÓN PARA LA TRANSFERENCIA DEL SERVICIO DE ASEO URBANO Y DOMICILIARIO DEL ÁREA METROPOLITANA DE CARACAS, representada judicialmente por los abogados Álvaro Algarra Cadenas, Maritza Izarra Alizo, Freddy Álvarez Bernee, Andrés Quintana Benítez, Ezequiel González Pérez, Mireya Sol Moreno, Rosa Mogna de París, Luisa Emilia Sánchez, Carmen Rodríguez Guerra, Rita Hernández, Janina Delgado, Liselotte León Domínguez, Yurima Malavé Berenguel y Olga Karina Castro Quiñones, quienes actúan en nombre de la Procuraduría General de la República, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 27 de marzo de 2000, dictó decisión mediante la cual declaró sin lugar la demanda, confirmando el fallo apelado.

 


Contra esta decisión de alzada, la abogada María Teresa Arriaga, apoderada del demandante anunció recurso de casación, el cual fue admitido el día 26 de mayo de 2000, ordenándose la remisión del expediente a esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia.

 

 


Recibido el expediente se dio cuenta en Sala y, por auto de fecha 07 de junio de 2000, se designó ponente al Magistrado Dr. Omar Mora Díaz.

 


Mediante escrito de fecha 04 de julio de 2000, la abogada María Arraiga Rodríguez formalizó el recurso de casación. No hubo contestación.

 


Por inhibición del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta, la cual fue declarada con lugar, fue convocado el Dr. César Bustamante Pulido, Primer Conjuez de la Sala, quien aceptó su convocatoria. La correspondiente Sala Accidental se constituyó el 02 de octubre de 2000, quedando integrada de la siguiente forma: Presidente Dr. Omar Alfredo Mora Díaz; Vicepresidente Dr. Juan Rafael Perdomo; Primer Conjuez Dr. César Bustamante Pulido y, Secretaria Dra. Birma I. Trejo de Romero.

 


En virtud de la designación del Magistrado Dr. ALFONSO R. VALBUENA C., para cubrir la falta absoluta del Magistrado Dr. ALBERTO MARTINI URDANETA, resulta inexistente la causal de inhibición alegada por este último, en razón de lo cual se pasa dicho expediente a la Sala Natural, conservando la ponencia el Magistrado designado como tal en su oportunidad.

 


Concluida la sustanciación del recurso y cumplidas las demás formalidades legales, pasa esta Sala a dictar sentencia, en los términos siguientes:

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

- I -

 


Alega la formalizante que:

 


“Con apoyo en lo dispuesto en el artículo 313 ordinal 1º del Código de Procedimiento Civil, denuncio el haberse incumplido con lo solicitado en el libelo de la demanda, con respecto a la jubilación por el tiempo de servicio prestado por este ciudadano al Estado”.

 


La formalizante fundamenta su denuncia de la siguiente manera:

 

“A) Es manifestado por la recurrida lo siguiente” ALEGATOS DE LAS PARTES.-

ALEGÓ LA PARTE ACTORA EN SU ESCRITO LIBELAR: Manifestó en su libelo que comenzó a prestar servicios personales subordinados a la Demandada en fecha 16 de mayo de 1970 hasta el día 15 de abril de 1993, cuando se produjo su despido del cargo fundamentado en la medida de Reducción de Personal acordada para dar cumplimiento al Decreto de la Presidencia de la República Nº 2808 de fecha 04-02-93, publicado en Gaceta Oficial Nº 35.150 de fecha 10-02-93, dictado con miras a la liquidación del señalado ente... la liquidación de las Prestaciones Sociales de nuestro representado, no fueron considerados emolumentos que legal y contractualmente le corresponden (...)

CONDICIONES ESPECIALES PARA EL PROCESO DE LIQUIDACIÓN DEL INSTITUTO, JUBILACIONES, DEUDAS Y PRESTACIONES SOCIALES DE LOS OBREROS, PRESENTADO POR CTV, FETRAUDS, SINTRA-ASEO, AL F.I.V., CORDIPLAN, MINISTERIO DEL TRABAJO E I.M.A.U.

CARACAS, NOVIEMBRE DE 1992

CONDICIONES ESPECIALES PARA EL PROCESO DE LIQUIDACIÓN DEL IMAU

PRIMERO: El Instituto reconocerá la Jubilación por vía de gracia a todos aquellos trabajadores cuya antigüedad esté comprendida entre 15 y 19 años, y que tenga una edad de 45 años las mujeres y 50 años los hombres. Igualmente se compromete el Instituto a reconocer las jubilaciones establecidas en la Cláusula Novena (09) del Contrato Colectivo vigente, sin límite de edad, y en porcentajes crecientes de la siguiente forma, del salario que percibirán los jubilados: ...

SEGUNDO: ...

(...)”.

 

 

 


La Sala observa:

 


La formalizante transcribe parte de la sentencia recurrida y las condiciones especiales para el proceso de liquidación del I.M.A.U., sin explicar en qué consiste la disparidad entre lo decidido por el juez y lo que establece la norma legal.

 


Dada la carencia de técnica casacionista demostrada por la apoderada judicial del accionante, debe esta Sala en búsqueda de una formalización coherente y ajustada a las normas del sistema procesal vigente, dejar claro la manera en que se debe formalizar el recurso de casación por infracción de ley, siguiendo la doctrina jurisprudencial ratificada por este alto Tribunal. Así tenemos que el recurrente debe encuadrar la denuncia en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil; especificar qué normas jurídicas resultaron infringidas y cuál de las hipótesis previstas en el referido ordinal es la que se pretende denunciar, a saber, errónea interpretación, falsa aplicación, falta de aplicación o violación de una máxima de experiencia; expresar las razones que demuestran la existencia de la infracción; indicar las normas que debieron aplicarse y no se hizo y, por último, las razones que demuestren la aplicabilidad de dichas normas.

 


La formalizante no cumple con la debida técnica de la denuncia, lo que impide a la Sala entrar a conocer de la misma. Así se decide.

 


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

- II -

 


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 313 ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, la recurrente señala:

 

“... denuncio el incumplimiento de lo establecido en el Contrato Colectivo del IMAU vigente y en las Condiciones Especiales para el Proceso de Liquidación del Imau, de conformidad con el artículo 1.346 del Código Civil, en que el mismo es una regla de valoración de la nulidad de los contratos. Y tampoco la recurrida no se atuvo a lo alegado y probado en autos, de allí que infringió el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil. La recurrida en su sentencia de fecha 29 de Julio de 1998, no hizo siquiera mención de la jubilación solicitada, únicamente se refiere a la Prescripción que opera por el tiempo transcurrido, sin tomar en cuenta que la jubilación no tiene prescripción al igual que la solicitud de Prestaciones Sociales, que se rigen por la Ley Orgánica del Trabajo, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, confirma la sentencia de la recurrida y alega en la Aclaratoria que no puede decidir el fondo que no se pronunció la Juez del Juzgado (sic.) Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, con relación a la jubilación del trabajador. Que al interpretar el contrato infringió normas de valoración de pruebas infringió el artículo 59 de la Ley Orgánica del Trabajo por escoger la menos favorable. La recurrida al desnaturalizar por vía de interpretación los términos de las condiciones de liquidación del Imau y no considerar la jubilación que legalmente le correspondía al trabajador infringió los artículos 1.133, 1.141, 1.357, 1.359, 1.360 del Código Civil y 10, 12, 59, 60 y 511 de la Ley Orgánica del Trabajo.”

 


La Sala observa:

 


La formalizante no cumple con los requisitos establecidos en la ley y la jurisprudencia para la correcta técnica de la denuncia, por lo que se reitera lo dicho en la anterior denuncia, en cuanto a la importancia de explicar en qué consiste la disparidad de lo decidido por el Juez y el contenido de la norma, en forma clara y coherente; y no sólo exponer fundamentos dispersos sin referencia a las determinadas disposiciones legales. Así se decide.

 

 


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

- III -

 


Con fundamento en el artículo 313 ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción del artículo 362 del mismo Código y el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, por falta de aplicación y la infracción de las máximas de experiencia, por falta de aplicación.

 


La formalizante fundamenta su decisión de la siguiente manera:

 

“Debo manifestar que el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo al admitir la demanda desde el mes de Febrero de 1994, a pesar que el alguacil del Tribunal trató en reiteradas oportunidades de citar al Presidente de FUNDASEO, organismo que fue creado por el Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales Renovables, para la liquidación del IMAU, resultando infructoras (sic) todas las gestiones realizadas, teniendo que reformarse la citación en la persona del Ministro del Ambiente y de los Recursos Naturales Renovables, a sabiendas de todo el tiempo transcurrido, pero con la intención de cumplir con las formalidades que la ley exige, aún en otros Tribunales que sí se pudo citar al Presidente de FUNDASEO, todavía alegan nulidad de lo actuado por no agotar la vía administrativa, en ningún caso se evidencia que quieran ayudar a estos trabajadores que tienen más de siete años esperando se les reconozca su derecho, muchos legisladores se han parcializado para no reconocer la deuda contractual que tiene el Estado con todos estos trabajadores que brindaron muchos años de servicio al País, y ahora necesitan su ayuda para poder sobrevivir y mantener sus hogares, ya que la mayoría de ellos están desempleados, enfermos, fallecidos, inhabilitados, incapacitados, una deuda que se ha acumulado por muchos años, sin tener nunca una respuesta aprobatoria, que llene sus esperanzas y sobre todo una jubilación merecida por todos los años de trabajo.

(...)”.

 

 


La Sala observa:

 


La formalizante no cumple con los requisitos de la debida técnica para denunciar la infracción de ley, y en vez de exponer verdaderos razonamientos y argumentos incurre en el argumentum ad misericordiam al apelar a la piedad para fundamentar su denuncia y conseguir que se acepte. Por tal razón, se reitera lo dicho en las anteriores denuncias, sobre la importancia de la correcta técnica y la expresión de razonamientos claros y coherentes. Así se decide.

 


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

 

CASACIÓN DE OFICIO

 


Sin embargo, siendo el derecho a la jubilación materia de orden público, y por cuanto éste constituye el objeto del proceso, y en acatamiento de las normas constitucionales contenidas en los artículos 26 y 257 de la Carta Magna en concordancia con el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil que permite a la Sala casar de oficio con base en las infracciones de orden público, considera necesario pronunciarse al respecto.

 


Advierte la Sala que en la sentencia recurrida se ratifica la decisión dictada por el Juez de la causa quien consideró que la acción se encontraba prescrita toda vez que desde la finalización de la relación laboral hasta el momento en que fue notificada la empresa demandada transcurrió un tiempo superior al establecido en el artículo 64 de la Ley Orgánica del Trabajo a los fines de la interrupción de dicho lapso de prescripción; en consecuencia, declaró sin lugar la apelación.

 


Ahora bien, del escrito libelar se derivan básicamente dos pretensiones, a saber, el pago de la diferencia en las prestaciones sociales del trabajador y el reconocimiento de su derecho a jubilación. 

 


En este sentido, la recurrida ratifica la prescripción de la acción, al considerar:

 

“Revisadas exhaustivamente las actas procesales que conforman el presente expediente, encontró esta Alzada que: la relación de trabajo culminó el día 15 de abril de 1993, el acta suscrita por ante la Inspectoría del Trabajo el día 15 de diciembre de 1993, siendo éste un medio de interrupción de la prescripción de la acción; la presentación del libelo el día 31 de enero de 1994; la citación del demandado fue el día 27 de octubre de 1995, comenzando a correr el lapso de prescripción de la acción el día 15 de diciembre de 1993.

En este sentido se observa que la accionante tenía hasta el día 15 de diciembre de 1994, para introducir la demanda judicial proveniente de la relación de trabajo, más los dos (2) meses que le confiere la Ley Orgánica del Trabajo en su artículo 64 particular “a”, para que el actor realice la citación de la demandada, vale decir, hasta el mes de febrero de 1995. La parte accionante (accionada) quedó citada el día 27 de octubre de 1995, de lo cual se desprende que desde el día 15 de diciembre de 1993 hasta el 27 de octubre de 1995 habían transcurrido Un (01) Año, Diez (10) Meses y Doce (12) Días, sin evidenciarse en modo alguno, haciendo uso de los medios legales que la parte accionante hubiese interrumpido la prescripción de la acción durante el referido lapso...” (entre paréntesis de la Sala).

 

 


Ahora bien, con relación a la prescripción de la acción en materia laboral, esta Sala en sentencia de fecha 29 de mayo de 2000, caso C.A.N.T.V, dejó asentado el siguiente criterio:

 

“Los artículos 61 y 62 de la Ley Orgánica del Trabajo establecen que todas las acciones provenientes de la relación de trabajo (tales como prestaciones sociales, diferencia en las mismas, conceptos de salario, horas extras, días domingos, feriados, etc.) prescribirán al cumplirse un año contado desde la terminación de la prestación de los servicios (Artículo 61), y para reclamar indemnizaciones por accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, la acción prescribirá al cumplirse dos años contados a partir de la fecha del accidente o constatación de la enfermedad. (artículo 62). Igualmente, el artículo 63 señala el tiempo de un año contado a partir que se haga exigible el beneficio de las utilidades, para que prescriban las acciones tendientes al reclamo respectivo. El artículo 64 ejusdem, establece los cuatro casos en los cuales se interrumpe la prescripción de la acción y en el último de ellos se remite a las causas señaladas en el Código Civil. En consecuencia, las acciones derivadas de la relación de trabajo prescriben al año, con las excepciones señaladas anteriormente y la acción para demandar el beneficio de la jubilación prescribe en el término que precisa la Sala a continuación.

 

Considerando ahora la materia relativa al lapso para prescribir el derecho a la jubilación, la doctrina y alguna jurisprudencia, una vez que se adquiere derecho a la misma, ha considerado tres opciones: que tal derecho prescribe a los 10 años, por ser una acción personal (artículo 1.977 C.C.); que prescribe a los 3 años, por consistir su cumplimiento en un pago periódico menor al año (artículo 1.980 C.C.); o que prescribe al año, conforme lo prevé la ley especial sustantiva, por ser su causa un vínculo de trabajo (artículo 61 L.O.T.). Analicemos de seguidas estas posiciones: Las acciones personales son aquellas que derivan de las obligaciones de crédito. Todas las acreencias de un trabajador respecto de su patrono son obligaciones de crédito, de allí que se califiquen como acciones personales. Disuelto el vínculo de trabajo en virtud de haber adquirido y habérsele reconocido al trabajador su derecho a la jubilación, ya entre las partes, jubilado y expatrono, media un vínculo de naturaleza no laboral, que se califica en consecuencia como civil, lo que hace aplicable el artículo 1.980 del Código Civil, que señala que prescribe a los 3 años todo cuanto debe pagarse por años o por plazos periódicos más cortos, y así lo entiende y decide esta Sala de Casación Social”.

 

 


Conforme al criterio transcrito y habiendo sido establecido por los jueces de instancia que desde el día 15 de diciembre de 1993, momento en el cual se interpuso la reclamación por ante la Inspectoría del Trabajo, hasta la citación del ente público demandado, transcurrió un (1) año, diez (10) meses y doce (12) días, debe esta Sala concluir que evidentemente la acción para solicitar el pago de la diferencia en las prestaciones sociales se encuentra prescrita,toda vez que operó un lapso superior al de un (1) año establecido en la artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo y los dos meses adicionales otorgados por el artículo 64 eiusdem, para la citación del demandado una vez producida la reclamación ante el organismo ejecutivo competente y, así se decide.

 


Por lo que se refiere a la jubilación solicitada, se observa que establecido como lapso de tres (3) años para que se produzca la prescripción de la acción, debe establecerse que al no haber operado tal lapso, dicha prescripción no se produjo y, en consecuencia, correspondía al Tribunal Superior que conoció en Alzada, pronunciarse con relación a esa solicitud, por lo cual resulta procedente casar el fallo impugnado y ordenar la remisión del expediente a los fines de que sea dictada una nueva sentencia en acatamiento al criterio aquí establecido y, así se decide.

 

D E C I S I Ó N

 

 


En fuerza de las razones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: 1) SIN LUGAR el recurso de casación anunciado por la parte demandante; y 2) CASA DE OFICIO el fallo recurrido, decreta su nulidad y ordena al Superior competente dictar nueva sentencia con acatamiento a la doctrina aquí establecida.

 


No hay condenatoria en costas.

 

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal Superior de origen.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho del Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social, en Caracas,  a  los   veinticuatro  (24)  días  del mes  de  enero de dos mil uno. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente,

 

 

_________________________

   JUAN RAFAEL PERDOMO

 

Magistrado,

 

 

__________________________

    ALFONSO  VALBUENA C.

 

La Secretaria,

 

 

___________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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